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El presidente estadounidense, Barack Obama, anunció el 6 de septiembre que no tomará ninguna acción para suspender las deportaciones de inmigrantes indocumentados hasta después de las elecciones de noviembre. Un funcionario de la Casa Blanca dijo al NY Times, "A causa de la politización extrema de los republicanos de este tema, el presidente cree que sería perjudicial para la política en sí misma y para las perspectivas a largo plazo para una reforma migratoria integral, anunciar medidas administrativas antes de las elecciones”.
El Presidente ha estado bajo presión de las comunidades y los sindicatos latinos y asiáticos para detener la ola de deportaciones que han totalizado más de 2 millones de personas durante su administración, o alrededor de 400.000 por año. Él ha prometido reiteradamente proporcionar estatus legal provisional a una parte de los 11 millones de indocumentados en los EE.UU. La última fue una promesa en la primavera pasada que iba a actuar por su cuenta si el Congreso no aprobaba la legislación de reforma migratoria para el final del verano. Fuentes de la Casa Blanca dijeron a los medios que la presión de los demócratas conservadores -que compiten electoralmente con los republicanos de derecha- lo convenció de abandonar esa promesa.
Muchos activistas de derechos de los inmigrantes en todo el espectro político condenaron esa decisión. "No se puede confiar en Obama en materia de inmigración", concluyó Nativo López de la Hermandad Mexicana en Los Angeles. Mary Kay Henry, presidente de la Unión Internacional de Empleados de Servicio, dijo al Times, "la decisión de la Casa Blanca para retrasar acciones ejecutivas fuerza a innumerables familias a seguir esperando en las sombras del miedo."
Además de proteger a los candidatos demócratas, el presidente Obama dijo que estaba motivado por el deseo de mantener vivo el proyecto de reforma integral de la inmigración de los demócratas. Muchos sindicatos y grupos de derechos de inmigrantes, sin embargo, se opusieron al proyecto de ley de reforma respaldado por la administración, S 744, porque habría incrementado las deportaciones y el despido de los trabajadores que carecen de estatus migratorio, y habría establecido nueva mano de obra contratada, o "programas de trabajadores huéspedes". Los republicanos en la Cámara de Representantes bloquearon este proyecto de ley durante los últimos dos años, y no van a permitir que pase después de noviembre tampoco. El aplazamiento de la acción ejecutiva para detener las deportaciones no hará que este proyecto de ley sea más aceptable para ellos o aumente sus posibilidades de pasaje.
Neera Tanden, un ex asesor de Obama que dirige un grupo de presión con sede en Washington, el Centro para el Progreso Americano, defendió el proyecto de ley: "Incluso con una fuerte coalición, tenía que ser una ley equilibrada - sólo se puede obtener la ciudadanía si se obtiene medidas más severas-". Los grupos de base, sin embargo, acusan a los cabilderos y políticos cercanos al gobierno de socavar la presión para detener las deportaciones, aceptándolos como el precio de la reforma. En julio, un grupo de personas indocumentadas visitó el Centro para el Progreso Americano y otras organizaciones de cabildeo en Washington DC, y se sentó en en las oficinas de representantes en el Congreso, al grito de "No más reuniones sobre nosotros, sin nosotros!"
"No es suficiente para los grupos de presión sobre inmigración en Washington ser el único grupo de partes interesadas que cumplan con el presidente Obama", explicó Maru Mora Villalpando de “Ni una más”, una campaña nacional para detener las deportaciones. Mora es uno de los organizadores de una serie de huelgas de hambre y acciones de protesta fuera de Tacoma, Washington, un centro de detención. "La historia ha demostrado que las personas directamente afectadas por las políticas injustas son los mejores abogados para ponerles fin", agregó.
Tefere Gebre, Vice Presidente Ejecutivo de AFL-CIO, anunció en respuesta que no iba a reunirse con el Presidente Obama para conversar sobre inmigración hasta que el Presidente se reuna con los indocumentados directamente afectados. En el Centro para el Progreso Americano, sin embargo, Marshall Fitz, director de política de inmigración, habló con el grupo durante unos minutos y luego emitió un comunicado diciendo: "No puedo hacer esa promesa en nombre del CPA"
El presidente Obama ha estado en retirada ante una ofensiva conservadora en materia de inmigración desde junio, cuando un sitio web de derecha, breitbart.com, inició una campaña de histeria acerca de la llegada de menores no acompañados desde América Central en la frontera Estados Unidos/México. Breitbart.com publicó fotografías filtradas de la Patrulla Fronteriza y guardias en centros de detención, que muestran a los niños inmigrantes recluidos como animales.
El Tea Party entonces utilizó las fotografías para avivar la histeria - para atacar la acción ejecutiva del 2009 del presidente Obama que aplazó la deportación de algunos jóvenes, para anular cualquier posibilidad que pudiera expandirla para evitar las deportaciones de los demás, y para presionar por más recursos para la Patrulla Fronteriza y más centros de detención. Activistas del Tea Party también trataron de garantizar que ningún republicano estuviese dispuesto a considerar un proyecto de ley de reforma migratoria que ofrezca un estatus legal a los indocumentados.
La historia original en breitbart.com fue escrita por Brandon Darby, un ex informante del FBI que se volvió un blogger derechista. Mike Nicley, otro blogger anti-inmigrante, escribió: "la firme negativa de Obama de hacer cumplir nuestras leyes de inmigración es directamente responsable de la actual "crisis humanitaria". Afirmó, a contrapelo de las deportaciones y detenciones en masa de la administración, que "se ha corrido la voz, a lo largo de este hemisferio, que Estados Unidos ha establecido una alfombra de bienvenida a lo largo de nuestra frontera sur”.
Este discurso, repetido por la prensa dominante, fue recogido por los gobernadores conservadores Rick Perry de Texas, y Jan Brewer de Arizona, que dijeron que los niños debían mantenerse detenidos, no liberados para encontrar sus familiares, como una ley aprobada en 2008 lo requiere actualmente. El congresista republicano Louie Gohmert afirmó que los niños estaban "poniendo en riesgo las vidas de agentes de la Patrulla Fronteriza."
En lugar de rechazar esta narrativa, la Casa Blanca anunció su intención de derogar la ley de 2008, y deportar más rápidamente a los menores recogidos en la frontera. Una hoja informativa de la Casa Blanca, señaló: "Pasos adicionales para mejorar los procedimientos de detención y deportación [y] la creciente aplicación de recursos del gobierno permitirá a ICE devolver a los migrantes ilegales centroamericanos a sus países de origen con mayor rapidez."
En agosto, el presidente Obama pidió al Congreso US$ 3,7 mil millones, casi en su totalidad para más detenciones. El gobierno federal de los EE.UU. actualmente gasta más dinero en la aplicación de la ley de inmigración que en todos los otros programas de aplicación de la ley combinados, y despliega más de 20.000 agentes a lo largo de la frontera, la mayor cantidad que ha desplegado allí en su historia.
El general John Kelly de la Infantería de Marina, comandante del Comando Sur de Estados Unidos, enmarca la migración como una amenaza a la seguridad nacional, que califica de una "convergencia crimen-terror." En una rueda de prensa, el presidente del Departamento de Defensa de los Jefes de Estado Mayor, Martin Dempsey alegó, "Debido a la apertura de fronteras y asuntos de inmigración, [el Estado Islámico de Irak y Siria] son una amenaza inmediata." Políticos de derecha comenzaron entonces a alegar que los migrantes que cruzan la frontera México-Estados Unidos, posiblemente, habían creado "células terroristas durmientes." La cobertura mediática se centró también en la violencia de las pandillas en Centroamérica, como si fuera espontánea y sin relación con una historia de guerras promovidas por Estados Unidos y la política de deportaciones masivas.
La política exterior y de inmigración de Estados Unidos es responsable de gran parte de la presión que causa el flujo de personas procedentes de América Central. La marea de la migración centroamericana comenzó durante las guerras promovidas por el presidente estadounidense Ronald Reagan en la década de los 80’, en la que regímenes militares y ejércitos contrarrevolucionarios se opusieron al cambio social progresista. Dos millones de salvadoreños llegaron a los EE.UU. a finales de los años 70’ y durante los 80’, junto con miles de guatemaltecos y nicaragüenses. Familias enteras huyeron, dejando atrás a sus seres queridos con la esperanza de que algún día volverían a reunirse.
Posteriormente, los Tratados de Libre Comercio de América del Norte y Centroamérica y las políticas de ajuste estructural impusieron la privatización de las empresas en México y América Central y los recortes en los presupuestos sociales. Tratados y reformas económicas aceleraron el desplazamiento forzado de las comunidades, muchas veces por proyectos mineros extranjeros. El dumping con el maíz y otros productos agrícolas de grandes corporaciones estadounidenses en México y América Central, llevaron a las familias rurales fuera de sus tierras, cuando no podían competir.
Cuando los gobiernos o las personas resistieron los Tratados de Libre Comercio, Estados Unidos amenazó con represalias. En El Salvador en 2004, Otto Reich, secretario de Estado adjunto para Asuntos del Hemisferio Occidental, amenazó con cortar el flujo de las remesas (el dinero enviado a casa por los familiares que trabajan en los EE.UU.), si la gente votaba por un partido de izquierda, el FMLN. El FMLN perdió, y al año siguiente un gobierno de derecha firmó el CAFTA. 
En 2009 la elite adinerada derrocó al Presidente de Honduras, Manuel Zelaya, porque aumentó el salario mínimo, dio subsidios a los pequeños agricultores, recortó las tasas de interés e instituyó la educación gratuita. El gobierno de Obama dio una aprobación de facto al régimen golpista que siguió.
Los jóvenes de América Central que llegaron a Los Ángeles y a grandes ciudades de Estados Unidos fueron reclutados por las pandillas. La aplicación de la ley de inmigración de Estados Unidos y sus autoridades convirtieron luego a los jóvenes centroamericanos en el objetivo de un enorme programa de deportaciones. En Centroamérica esta política llevó al crecimiento de la violencia pandillera. En El Salvador, Guatemala y Honduras, la “ayuda policial” de los Estados Unidos presionó a las autoridades policiales locales a adoptar un enfoque de "mano dura" contra los miembros de pandillas, lo que llevó al encarcelamiento de muchos jóvenes deportados de los EE.UU. casi tan pronto como llegaban.
El Salvador hoy cuenta con un gobierno de izquierda, del FMLN, que tiene un compromiso con una política de empleo y desarrollo económico, para proporcionar una alternativa a la migración. Pero en Guatemala y Honduras, los EE.UU. está apoyando gobiernos muy de derecha que sólo utilizan un enfoque de represión pesada, con el apoyo de la financiación y la ayuda de Estados Unidos.
La discusión de estas causas profundas de la migración ha estado casi totalmente ausente en los medios de comunicación de Estados Unidos. Los políticos en Washington ahora incluso piden repetir los mismos pasos que llevaron a esta migración al primer plano. El senador demócrata por Nueva Jersey Bob Menéndez, por ejemplo, llamó a aumentar la financiación para el Comando Sur del Ejército de Estados Unidos y para la Iniciativa de Seguridad de Centroamérica del Departamento de Estado, dando millones de dólares para el ejército y la policía de los regímenes derechistas de América Central. 
Y mientras retiraba su promesa de frenar las deportaciones, el gobierno comenzó a implementar una política de deportación rápida para los jóvenes centroamericanos, a pesar de su dudosa legalidad. Esta medida causará más dolor a las familias, pero fracasará por completo en detener la migración. Más gente va a seguir viniendo a los EE.UU., impulsada por la pobreza y la represión, agravada por los acuerdos comerciales favorables a las empresas y la intervención extranjera. Al mismo tiempo, al ritmo de deportación actual, unas 70.000 personas serán deportadas sólo entre el momento del anuncio del Presidente de la demora y de la elección de noviembre. 
"Él nos ha apuñalado por la espalda", dijo Verónica Noriega, quien recientemente llevó a cabo una huelga de hambre para exigir la liberación de su esposo, Ramón Mendoza Pascual, de la detención en el Centro de Detención de Tacoma. "Los republicanos nos dijeron abiertamente que no, pero el Presidente nos engañó." Villalpando añadió con amargura. "Sabemos de nuestros prospectos a largo plazo mejor que nadie ... El Presidente nos ha hecho expertos en nuestro propio sufrimiento, desenrollando la política después de las devastadoras políticas de persecución de nuestras familias y comunidades Sabemos lo que debe suceder. El presidente ha fracasado en escucharnos, y ahora ha fracasado en actuar".
 
